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Señor 
JUEZ OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO  

BARRANQUILLA – ATLANTICO  

E. S.   D. 

 

REF.:  MEDIO DE CONTROL O ACCION DE NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
RADICADO: 08-001-33-33-008-2019-00282-00 

DEMANDANTE: ILARIO ENRIQUE DE LEON MERCADO 

DEMANDADO: NACION – MINISTERIO DE EDUCACION - FONDO 

NACIONAL PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO, DISTRITO ESPECIAL INDUSTRIAL Y 

PORTUARIO DE BARRANQUILLA – SECRETARIA 

DE EDUCACION DISTRITAL  

ASUNTO: CONTESTACION DE DEMANDA    

 

EUGENIO RAFAEL SIERRA BLANCO, mayor de edad, de esta vecindad, 

identificado con cédula de ciudadanía número 72.013.179 de Baranoa - 

Atlántico, abogado en ejercicio con Tarjeta Profesional N° 270.763 

expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, actuando en mi calidad 

de apoderado judicial del DISTRITO ESPECIAL INDUSTRIAL Y 

PORTUARIO DE BARRANQUILLA, parte demandada dentro del proceso 

de la referencia, de conformidad al poder especial otorgado por el Jefe de 

la Oficina Jurídica del Distrito Especial, Industrial y Portuario de 

Barranquilla, cuya personería solicito me sea reconocida, encontrándome 

dentro de la oportunidad procesal y por medio del presente escrito me 

permito muy respetuosamente, descorrer traslado con el fin de dar 

contestación a la acción referenciada interpuesta por el señor ILARIO 

ENRIQUE DE LEON MERCADO, por medio de apoderado judicial. 

CONTESTACIÓN, que hago en los siguientes términos: 

 

OBJETO DE LA LITIS  

Se enmarca dentro de la supuesta ilegalidad de los siguientes actos 

administrativos: 

 

1. Se declare la existencia de un acto ficto configurado, producto de la 

reclamación administrativa de la sanción moratoria, presentada el día  
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23 de Agosto de 2018, por el pago tardío de las cesantías a mi 

representado. 

2. Declarar la nulidad del acto ficto configurado frente a la petición 

presentada el día 23 de Agosto de 2018, en cuanto negó el derecho a 

pagar la sanción por mora a mi poderdante, establecida en la Ley 244 

de 1995. 

 

EN CUANTO A LOS HECHOS 

AL PRIMER HECHO: Es parcialmente cierto, pero no me consta, pues no 

represento los intereses en este proceso del ente Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. 

AL SEGUNDO HECHO: No me consta, por cuanto no represento los 

intereses, en este proceso del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio.  

AL TERCER HECHO: No me consta, me atengo a lo que resulte probado 

dentro del proceso, en contra del Distrito de Barranquilla, por cuanto no 

represento los intereses, en este proceso del ente Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. 

AL CUARTO HECHO: No me consta y me atengo a lo que resulte probado 

dentro del proceso, en contra del Distrito de Barranquilla, por cuanto no 

represento los intereses, en este proceso del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. 

AL QUINTO HECHO: No me consta y me atengo a lo que resulte probado 

dentro del proceso en contra del Distrito de Barranquilla, por cuanto no 

represento los intereses, en este proceso del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. 

AL SEXTO HECHO: No me consta lo manifestado por el apoderado de la 

parte demandante, me atento a lo que de este hecho resulte probado en 

el desarrollo del proceso. 

AL SEPTIMO HECHO: No me consta, me atengo a lo que resulte probado 

dentro del proceso en contra del Distrito de Barranquilla. 
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AL OCTAVO HECHO: No me consta, me atengo a lo que resulte probado 

dentro del proceso en contra del Distrito de Barranquilla, por cuanto no 

represento los intereses, en este proceso del ente Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. 

AL NOVENO HECHO: No me consta, me atengo a lo que resulte probado 

dentro del proceso en contra del Distrito de Barranquilla, por cuanto no 

represento los intereses, en este proceso del ente Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. 

AL DECIMO HECHO: No me consta, me atengo a lo que resulte probado 

dentro del proceso en contra del Distrito de Barranquilla, por cuanto no 

represento los intereses, en este proceso del ente Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. 

AL UNDECIMO HECHO: No me consta, me atengo a lo que resulte 

probado dentro del proceso en contra del Distrito de Barranquilla. 

 

CONSIDERACIONES JURIDICAS 

En primer lugar es necesario manifestar que el derecho a las cesantías de 

los trabajadores, tanto del sector público como del privado, surge como 

consecuencia de una relación laboral, constituyéndose éste en un derecho 

irrenunciable, no corriendo igual suerte la sanción por mora, habidas 

cuenta su origen se encuentra en el pago tardío de una obligación 

prestacional y no originada en la relación laboral en sí. 

 

Está plenamente demostrado con las pruebas aportadas al expediente, 

que el Fondo Prestacional del Magisterio, canceló la relación laboral con 

el hoy demandante. Por cuanto mi poderdante el DISTRITO ESPECIAL 

INDUSTRIAL Y PORTUARIO DE BARRANQUILLA no está obligado al 

reconocimiento de los derechos exigidos en la demanda, debido a que 

entre el demandante y el Distrito de Barranquilla nunca existió relación 

laboral ni reglamentaria alguna, durante el tiempo que indica el 

apoderado de la parte demandante.  

             

Teniendo en cuenta los anteriores argumentos, me permito manifestar 

que me opongo expresamente a que prosperen las declaraciones y  
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Condenas y cada una de las pretensiones en contra del DISTRITO 

ESPECIAL INDUSTRIAL Y PORTUARIO DE BARRANQUILLA, 

solicitadas por la parte actora, por carecer de asidero jurídico, por cuanto 

no existe responsabilidad del Distrito de Barranquilla en los hechos que 

se demandan, por lo tanto solicito desestimar las pretensiones de la 

demanda, por carecer de sustento factico, probatorio y legal, así mismo, 

se declaren probabas las siguientes excepciones: 

 

EXCEPCION DE FALTA DE LEGITIMACION SUSTANTIVA DE LA 

DEMANDA POR PASIVA 

Es menester señalar que la expedición del acto administrativo, objeto de 

debate jurídico en esta instancia, fueron proferidas por el FOMAG. 

 

Quien de conformidad con la normatividad vigente, es un organismo 

autónomo financiera y administrativamente. Se trata de entidades que 

por mandatos superior gozan de la debida autonomía administrativa y 

presupuestal para el cumplimiento de su función de fiscalización de la 

actividad administrativa, es fácil inferir que el Alcalde carece de 

competencia para ordenar sus gastos como si se tratara de instituciones 

que conforman la infraestructura administrativa del municipio. (Sentencia 

C-365 del 2001). Ahora bien, me permito transcribir a partes de la 

sentencias C-365 del 2001, que nos marca los derroteros respecto de los 

cuales se establecen la independencia y autonomía financiera de los 

órganos que son una sección en el presupuesto general del Distrito, 

marcado de manera relevante la autonomía presupuestal a que se refiere 

la Constitución Política y Ley. “Decreto 111 de 1996”. 

 

La Secretaría de educación Distrital de Barranquilla y el ente territorial 

Distrito de Barranquilla, carecen de legitimación en causa y por tanto de 

interés sustancial en las resultas del proceso, por cuanto no puede entrar 

a satisfacer una eventual y poco probable condena en el presente caso. 

La  
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predicada falta de legitimación en causa, se fundamenta en el hecho  

palmario que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

actúa o fueron a través de la Secretaría de Educación Distrital de 

Barranquilla, quien en el marco de las competencias emanadas de la Ley 

91 de 1989, de la Ley 962 del 2005 y del Decreto 2831 del 2005, que 

establece que dicha dependencia distrital corresponde el ejercicio de 

algunas facultades en materia de recepción y tramite de las solicitudes 

efectuadas por el personal docente relacionadas con prestaciones 

sociales, no obstante dichas normas son claras en cuanto a que el pago 

de las mismas es competencia del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio. 

 

Solicito se declare probada esta excepción, por cuanto mi poderdante no 

está obligada al reconocimiento exigido en la demanda. 

 

Ahora el Honorable Consejo de Estado, ha sido reiterativo al señalar que, 

ni las peticiones elevadas ante la Administración con posterioridad a la 

configuración de términos de caducidad, ni las decisiones que sobre ella 

recaigan revivirán los términos legales para el ejercicio de las acciones 

contenciosas administrativas. Tal como lo manifiesta en sentencia de la 

Sala de lo Contencioso Administrativo – JESÚS MARIA LEMUS 

BUSTAMANTE, 25 de Agosto del 2005. 

 

PETICION SOBRE EL HECHO CADUCADO. Con la respuesta no se 

pueden revivir los términos ya vencidos, INEPTITUD 

SUSTANTIVA DE LA DEMANDA, se presenta cuanto los actos 

atacados no tienen el carácter de actos administrativos. 

En consecuencia, la sala concluye que el actor pretendió revivir, a través 

de la respuesta a su derecho de petición, comunicación de fecha 23 de 

Agosto del 2018, caducidad que había operado respecto de los actos 

administrativos por medio de los cuales se liquidaron parcialmente sus 

cesantías, por lo que el demandante quiso revivir los términos ya más 

que vencidos, para poder demandar en nulidad y restablecimiento del  
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derecho contra lo que se considera una liquidación por mora en el pago 

de las cesantías definitivas o parciales, así las cosas, esta corporación 

debe declarar probada la excepción de ineptitud sustantiva de la 

demanda, por cuanto los actos atacados no tienen el carácter de acto 

administrativo y como consecuencia de ello, se deben declarar inhibida 

para conocer de la presente controversia, al descender al presente caso, 

tenemos que las pretensiones incoadas por el actor se hayan inmersas en 

los fenómenos de caducidad. El Art. 136 del Código Contencioso 

Administrativo en su numeral 2 establece lo siguiente: 

 

ART. 136 CADUCIDAD DE LAS ACCIONES 

“2. La del restablecimiento del derecho caducará al cabo de cuatro 

meses, contados a partir del día siguiente al de la publicación, 

notificación, comunicación o ejecución del acto, según el caso. Sin 

embargo, los actos que reconozcan prestaciones periódicas 

podrán demandarse en cualquier tiempo los las administraciones 

o por los interesados, pero no habrá lugar a recuperar las 

prestaciones pagadas a particulares de buena fe”. 

 

La norma anteriormente descrita ordena que para que proceda la 

caducidad deben darse uno de los tres elementos, que son publicación, 

notificación, comunicación o ejecución del acto, de donde se desprende 

que el actor tenía cuatro meses para reclamar ante las entidades 

convocadas los intereses moratorios del pago de sus cesantías parciales 

o definitivas. En el caso sub-judice, debemos señalar que solo operó el 

elemento de la notificación, si bien le anexamos el termino de 45 días 

hábiles, que tiene la entidad para cancelar, debemos entonces concluir 

que el termino para que se haga exigible el cobro de la pretendida 

cancelación y para que opere la sanción moratoria, comienza es a 

contarse es a partir de esta fecha que corre la sanción moratoria, por lo 

que hay derecho a la caducidad. 
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Existen interpretaciones herradas en el sentido de que la sanción 

moratoria puede demandarse en cualquier tiempo, por constituir 

contestación periódica al amparo de lo señalado en el Art. 136 del Código 

Contencioso Administrativo cuando la norma establece: “Las prestaciones 

periódicas se pueden demandar en cualquier tiempo por la administración 

o por el interesado.” Lo primero en manifestar es que las cesantías y los 

intereses moratorios ni siquiera las analizadas tienen el derecho de 

prestaciones periódicas, menos aún las definitivas, situación que ha 

dilucidado el máximo órgano del Contencioso Administrativo, Consejo de 

Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda – 

Subsección B. Consejero Ponente Martha Lucía Ramírez de Páez, del 27 

de marzo del 2008, Radicación N° 15001-23-31-000-1999-00914-01 

(05026-05), actor Armando de Jesús Burgos Avila, demandado Caja de 

Previsión Social de Boyacá. 

 

En el caso anterior,  sus cesantías fueron reconocidas mediante la 

Resolución N° 01606 del 14 de febrero del 2014, y se resolvió recurso de 

reposición mediante Resolución No.06336 del 01/08/2014  y se aclaró 

dicho recurso  mediante Resolución No.01235 del 25/02/2015 y fué 

cancelada la cesantía el día 24 de Abril de 2015 ,  tenía el actor un 

término no superior a cuatro meses para reclamar los intereses 

moratorios a su pago o demandar ante un juez competente su 

inobservancia, situación que no ocurrió, ocurriendo en consecuencia el 

fenómeno de la caducidad, que pretende o realiza tal reclamación el 

demandante ILARIO ENRIQUE DE LEON MERCADO, cuando los 

términos están más que vencidos, eso por una parte, por la otra no hay 

que equivocarse tampoco que la solicitud de sanción moratoria que se 

origina por el no pago, tiene el carácter de prestaciones periódicas, 

cuando como su nombre lo indica es una sanción por no cumplir un 

mandato de pago, pero no es una prestación periódica y por ende no 

puede ser demandado en cualquier tiempo, como tampoco su 

incumplimiento que se refleja en sanción moratoria, lo cual ha sido 

condensada en la siguiente norma Ley 244 de 1995 Art. 2°, en síntesis  
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frente al caso expuesto operó el fenómeno de la caducidad, entonces es 

claro que el accionante contaba con un término perentorio de cuatro 

meses, contados a partir del día siguiente de la publicación, notificación, 

comunicación o ejecución del acto, para impetrar la correspondiente 

acción de nulidad y restablecimiento del derecho, si analizamos la 

demanda, la misma fue presentada cuando ya se encontraba o había 

operado el fenómeno de la caducidad, Por lo tanto así deberá establecer 

en la providencia que pondrá fin al proceso de marras. 

EXCEPCION INEXISTENCIA DE LA OBLIGACION. Por cuanto mi 

poderdante no está obligada al reconocimiento de los derechos exigidos 

en la demanda, debido a que entre el demandante y el Distrito de 

Barranquilla nunca existió vinculación laboral contractual ni reglamentaria 

alguna, solicito respetuosamente al señor Juez, se declare probada esta 

excepción, por cuanto mi poderdante no está obligada a los derechos 

exigidos en la demanda, debido a que entre el demandante y el D.E.I.P. 

DE BARRANQUILLA, nunca existió vinculación laboral contractual ni 

reglamentaria alguna, mediante el tiempo que indica el apoderado de la 

parte demandante, por lo que el operador de justicia debe pronunciarse 

en sentencia sobre todas aquellas excepciones que aunque no hayan 

pedido se desprendan del proceso, tal como lo ordena el Art. 164 del 

Código Administrativo, por lo que queda más que demostrado que para 

el caso particular se verifica la prescripción del derecho a percibir la 

sanción moratoria. 

 

EXCEPCION DE CADUCIDAD DE LA ACCION.  

Al tenor del Art. 136 Inciso 2° del Código Contencioso Administrativo, 

propongo la excepción de caducidad de la acción, a fin de que el señor 

Juez sustanciador se sirva verificar la fecha de causación de las 

pretensiones de la demanda, con la fecha de presentación de la demanda. 
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El Honorable Consejo de Estado, ha sido reiterativo al señalar que ni las 

peticiones elevadas ante la administración con posterioridad a la 

configuración de término de caducidad, ni las decisiones que sobre ellas 

recaigan revivirán los términos legales para el ejercicio de las acciones 

contenciosas administrativas. 

 

             

EXCEPCION DE COBRO DE LO NO DEBIDO. 

Por cuanto mi poderdante nada le debe a la parte demandante y son 

temerarias las sumas pretendidas en la demanda. 

 

EXCEPCION DE PRESCRIPCION. 

Sin que signifique aceptación parcial o total de alguno de los hechos 

narrados en la demanda, propongo esta excepción ante un eventual y 

remoto derecho que pueda existir, por cuanto disposición expresa del Art. 

41 del Decreto 3135 de 1968, los eventuales derechos causados con 

anterioridad a los últimos tres años de la formulación del reclamo 

administrativo y de la formulación de la demanda se encuentran 

prescritos. 

 

Ahora bien, el operador de justicia debe pronunciarse en sentencia sobre 

todas aquellas excepciones aunque no se haya pedido, se desprendan del 

libelo del proceso, tal como lo ordena el Art. 164 del Código Contencioso 

Administrativo, Consejo de Estado, Subsección B, Magistrado Ponente Dr. 

GERARDO ARENAS MONSALVES, Sentencia del 07 de Julio de 2010, 

Radicación N° 76001-23-32-000-2005-00626-1, Actor MARIA TERESA 

ESTRADA RAMIREZ,  demandado municipio de Cali. 

 

PRUEBAS 

Solicito tener como tales las consignadas en el expediente, así mismo me 

reservo el derecho de aportar otras pruebas que consideren conducentes 

y pertinentes en el transcurso del proceso. 
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ANEXOS 

 Poder para actuar. 

 Acta de Posesión del Jefe de la Oficina Asesora Jurídica 

 Decreto mediante el cual se delegan unas funciones. 

 

NOTIFICACIONES  

                

El suscrito recibe notificaciones en la Secretaría de los Juzgados 

Administrativos del Circuito de Barranquilla, o en mi oficina de Abogado 

ubicada en la Carrera 17 N° 24 – 23 Piso 2 Apto. 02 Sabanalarga Atlántico. 

Correo electrónico eugeniosierrablanco@yahoo.es 

eugeniosierra65@gmail.com. O al Cel. 3016796405. 

 

Atentamente, 

 

 

EUGENIO RAFAEL SIERRA BLANCO 

C.C. N° 72.013.179 de Baranoa – Atlántico 

T.P. N° 270.763 del C. S, de la J.   
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JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL DE BARRANQUILLA 

FIJACIÓN EN LISTA DE EXCEPCIONES, PROPUESTAS POR EL MUNICIPIO DE SOLEDAD, apoderado Dr. HUGO PRADA 
LOZADA.  

 (ART. 175 PARÁGRAFO 2º C.P.C.A.) 
 

FECHA DE FIJACIÓN: 18 DE MARZO DE 2021 
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RADICACION: 2019-00283
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
DEMANDANTE: DIGNA ROSA PÉREZ ROLON
DEMANDADO: NACIÓN– MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL–

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL
MAGISTERIO Y MUNICIPIO DE SOLEDAD (ATLÁNTICO)-
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE SOLEDAD

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

Re: NOTIFICACIÓN AUTO ADMISORIO DEMANDA RAD 2019-00283-00

Ofijuridicanotificaciones Soledad <ofijuridicanotificaciones@soledad-atlantico.gov.co>
Jue 6/08/2020 11:01 AM
Para:  Juzgado 08 Administrativo - Atlantico - Barranquilla <adm08bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Recibo Memoriales
Juzgados Administrativos - Atlántico - Barranquilla <recibomemorialesjadmbquilla@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC:  Natalia Ordonez Diaz <nordonezd@procuraduria.gov.co>; procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co
<procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co>; Gustavo Adolfo Amaya Zamudio
<notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co>; notificacionesbarranquillalq@gmail.com
<notificacionesbarranquillalq@gmail.com>; dianazuniga@lopezquinteroabogados.com
<dianazuniga@lopezquinteroabogados.com>

2 archivos adjuntos (3 MB)
Contestación Digna Perez Rolon 2019-283 (Sanción Moratoria Docente).pdf; Nombramiento, Posesión y Delegación Hugo Prada
Lozada.pdf;

Señores
JUZGADO OCTAVO (8°) ADMINISTRATIVO ORAL DE BARRANQUILLA
adm08bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co
En Su Despacho
 

El suscrito, HUGO PRADA LOZADA, identificado con cédula de ciudadanía No. 13.871.094 y Tarjeta
Profesional No. 147.175 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en mi condición de JEFE DE
LA OFICINA JURÍDICA DEL MUNICIPIO DE SOLEDAD, de acuerdo con el Acta de Posesión No. 029

del 27 de enero de 2020
[1]

 y el Decreto No. 418 de 8 de noviembre de 2017
[2]

, por medio del cual se le
delegan las funciones de representación judicial y extrajudicial del ente territorial, acudo ante su
despacho respetuosamente, estando dentro del término legal para CONTESTAR los hechos, las
pretensiones y, adicionalmente presentar excepciones, según el documento adjunto.

[1]
 Por medio de la cual se toma posesión como Jefe de la Oficina Jurídica.

[2]
 Por medio de la cual se delegan unas funciones en el Jefe de la Oficina Jurídica.

 

-- 
Atentamente.

Oficina Asesora jurídica. 
Gran pacto social por Soledad!

mailto:adm08bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co
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El lun., 3 feb. 2020 a las 8:57, Juzgado 08 Administrativo - Atlantico - Barranquilla
(<jadmin08baq@notificacionesrj.gov.co>) escribió:

Barranquilla, 20 de Enero de 2020

 

Señores

PROCURADOR DELEGADO No 197

AGENCIA PARA LA DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO

DIANA ZUÑIGA

NACION-MINEDUCACION-FOMAG

MUNICIPIO DE SOLEDAD, ATLANTICO

E.S.D.

 

Cordial saludo:

 

De la manera más atenta y respetuosa me dirijo a Usted, con el fin de informarle que este
Despacho, mediante estado electrónico No 8, de fecha 3 de Febrero de 2020, notifica AUTO DE
FECHA 31 de Enero de 2020, QUE ADMITE DEMANDA, ORDENA NOTIFICAR Y DAR TRASLADO,
DENTRO DEL Rad 08001-33-33-008-2019-00283-00, DTE: DIGNA ROSA PEREZ ROLONG, MEDIO DE
CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, DDO: NACION-MINEDUCACION-
FOMAG Y MUNICIPIO DE SOLEDAD, ATLANTICO, por lo cual anexo a este correo se le envía copia
de la demanda y auto admite demanda y dar traslado, Atentamente, 

 

ROLANDO AGUILAR SILVA

SECRETARIO

 

 

_____________________________________________________________________________________
______________________________________

AVISO IMPORTANTE: Esta dirección de correo electrónico jadmin08baq@notificacionesrj.gov.co  es
de uso único y exclusivo de envío de notificaciones, todo mensaje que se reciba no será leído y
automáticamente se eliminara de nuestros servidores, apreciado usuario si tiene alguna solicitud

mailto:jadmin08baq@notificacionesrj.gov.co
mailto:jadmin04pei@notificaciones.ramajudicial.gov.co
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por favor comuníquese a la siguiente línea telefónica: (5) 3410035 o envíenos un correo electrónico
a la siguiente dirección: adm08bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co

 

mailto:jadmin04pei@notificaciones.ramajudicial.gov.co
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SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE SOLEDAD

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

Re: NOTIFICACIÓN AUTO ADMISORIO DEMANDA RAD 2019-00283-00

Ofijuridicanotificaciones Soledad <ofijuridicanotificaciones@soledad-atlantico.gov.co>
Jue 06/08/2020 11:01

Para:  Juzgado 08 Administrativo - Atlantico - Barranquilla <adm08bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Recibo Memoriales
Juzgados Administrativos - Atlántico - Barranquilla <recibomemorialesjadmbquilla@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC:  Natalia Ordonez Diaz <nordonezd@procuraduria.gov.co>; procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co
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2 archivos adjuntos (3 MB)

Contestación Digna Perez Rolon 2019-283 (Sanción Moratoria Docente).pdf; Nombramiento, Posesión y Delegación Hugo
Prada Lozada.pdf;

Señores
JUZGADO OCTAVO (8°) ADMINISTRATIVO ORAL DE BARRANQUILLA
adm08bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co
En Su Despacho

El  suscrito,  HUGO PRADA LOZADA,  identificado  con  cédula  de  ciudadanía  No.  13.871.094  y
Tarjeta Profesional No. 147.175 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en mi condición de
JEFE DE LA OFICINA JURÍDICA DEL MUNICIPIO DE SOLEDAD,  de acuerdo con el  Acta de

Posesión No. 029 del 27 de enero de 2020
[1]

 y el Decreto No. 418 de 8 de noviembre de 2017
[2]

,
por medio del cual se le delegan las funciones de representación judicial  y extrajudicial del ente
territorial, acudo  ante  su  despacho  respetuosamente,  estando  dentro  del  término  legal  para
CONTESTAR  los  hechos,  las  pretensiones  y,  adicionalmente  presentar  excepciones,  según  el
documento adjunto.

[1]
 Por medio de la cual se toma posesión como Jefe de la Oficina Jurídica.

Firefox https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkADc3MWU5MzJlLTVjM...
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[2]
 Por medio de la cual se delegan unas funciones en el Jefe de la Oficina Jurídica.

--
Atentamente.

Oficina Asesora jurídica. 
Gran pacto social por Soledad!

El lun., 3 feb. 2020 a las 8:57, Juzgado 08 Administrativo - Atlantico - Barranquilla
(<jadmin08baq@notificacionesrj.gov.co>) escribió:

Barranquilla, 20 de Enero de 2020

 

Señores

PROCURADOR DELEGADO No 197

AGENCIA PARA LA DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO

DIANA ZUÑIGA

NACION-MINEDUCACION-FOMAG

MUNICIPIO DE SOLEDAD, ATLANTICO

E.S.D.

 

Cordial saludo:

 

De la manera más atenta y respetuosa me dirijo a Usted, con el fin de informarle que este
Despacho, mediante estado electrónico No 8, de fecha 3 de Febrero de 2020, notifica AUTO DE
FECHA 31 de Enero de 2020, QUE ADMITE DEMANDA, ORDENA NOTIFICAR Y DAR TRASLADO,
DENTRO DEL Rad 08001-33-33-008-2019-00283-00, DTE: DIGNA ROSA PEREZ ROLONG, MEDIO
DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, DDO: NACION-MINEDUCACION-
FOMAG Y MUNICIPIO DE SOLEDAD, ATLANTICO, por lo cual anexo a este correo se le envía copia
de la demanda y auto admite demanda y dar traslado, Atentamente, 

 

ROLANDO AGUILAR SILVA

SECRETARIO
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___________________________________________________________________________________
________________________________________

AVISO IMPORTANTE: Esta dirección de correo electrónico jadmin08baq@notificacionesrj.gov.co 
es de uso único y exclusivo de envío de notificaciones, todo mensaje que se reciba no será leído
y automáticamente se eliminara de nuestros servidores, apreciado usuario si tiene alguna
solicitud por favor comuníquese a la siguiente línea telefónica: (5) 3410035 o envíenos un correo
electrónico a la siguiente dirección: adm08bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Señores 

JUZGADO OCTAVO (8°) ADMINISTRATIVO ORAL DE BARRANQUILLA 

adm08bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co  

En Su Despacho 

 

El suscrito, HUGO PRADA LOZADA, identificado con cédula de ciudadanía No. 13.871.094 

y Tarjeta Profesional No. 147.175 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en mi 

condición de JEFE DE LA OFICINA JURÍDICA DEL MUNICIPIO DE SOLEDAD, de acuerdo 

con el Acta de Posesión No. 029 del 27 de enero de 20201 y el Decreto No. 418 de 8 

de noviembre de 20172, por medio del cual se le delegan las funciones de representación 

judicial y extrajudicial del ente territorial, acudo ante su despacho respetuosamente, 

estando dentro del término legal para CONTESTAR los hechos, las pretensiones y, 

adicionalmente presentar excepciones así: 

 

1. OPORTUNIDAD PROCESAL PARA PRESENTAR CONTESTACIÓN 

 

El pasado 3 de febrero de 2020, el despacho judicial de conocimiento notificó 

personalmente el auto admisorio de la demanda, mediante mensaje dirigido al buzón 

electrónico para notificaciones judiciales del municipio de Soledad (Atlántico), en los 

términos del artículo 199 del CPACA. Así mismo, dispuso correr traslado de la demanda 

por el término de treinta días (30) días según lo dispuesto en el artículo 172 del CPACA, 

término que se cumplía el 28 de abril de 2020. 

 

Teniendo en cuenta que con ocasión de la pandemia originada por la COVID-19, el 

Consejo Superior de la Judicatura mediante los acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-

11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549, PCSJA20-

11556 y PCSJA20-11567 suspendió los términos judiciales desde el 16 de marzo hasta 

el 30 de junio de 2020, el suscrito se permite presentar la contestación de la demanda 

una vez el Consejo Superior de la Judicatura mediante el acuerdo PCSJA20-11567 ordenó 

 
1 Por medio de la cual se toma posesión como Jefe de la Oficina Jurídica. 
2 Por medio de la cual se delegan unas funciones en el Jefe de la Oficina Jurídica. 
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levantar la suspensión de términos judiciales a partir del 1 de julio del presente año, 

estando entonces dentro de la oportunidad procesal para hacerlo. 

 

2. A LOS HECHOS: 

 

AL PRIMERO: Es una cita normativa, la cual es cierta. Se precisa que la demandante lo 

que realiza es la descripción de la cita normativa, por lo cual no corresponde a un 

hecho ni a una omisión, en los términos del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011. 

 

AL SEGUNDO: Es cierto que la facultad para pagar cesantías al personal docente nacional 

y nacionalizado, le fue concedida por el numeral 3º del artículo 15 de la Ley 91 de 

1989 al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

AL TERCERO: La demandante solicitó el 30 de octubre de 2015, el reconocimiento y 

pago de una cesantía de que trata la Ley 91 de 1989, para que fuera reconocida y 

liquidada por la Secretaría de Educación de la entidad territorial y pagadas por el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, según lo dispuso el artículo 56 de la 

Ley 962 de 2005. 

 

Sin embargo, es menester advertir desde este momento, que el municipio de Soledad 

(Atlántico) cumplió cabalmente con los términos dispuestos en el Decreto 2831 de 2005 

y en el artículo 2.4.4.2.3.2.2 del Decreto 1075 de 2015. En ese orden de ideas, el 

municipio de Soledad (Atlántico) y su Secretaría de Educación, no son los responsables 

ni los obligados por ley a pagar la prestación social solicitada en aquel entonces por la 

accionante. 

 

AL CUARTO: Es cierto. No obstante, valga la pena aclarar, que si bien la Resolución No. 

000473 del 22 de noviembre de 2016 fue suscrita por la Secretaría de Educación del 

municipio de Soledad (Atlántico), lo cierto es que no se hizo en nombre de dicho ente 

territorial, sino, por expreso mandato legal3, para que finalmente sea el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio la entidad encargada del pago de las cesantías 

solicitadas por la demandante. 

 

En consecuencia, la Secretaría de Educación Municipal de Soledad actuando desde el 

principio de legalidad se limitó a cumplir con la reglamentación prevista para dicho 

trámite, en el Decreto 2831 de 2005 y del Decreto 1075 de 2015. 

AL QUINTO: No nos consta por ser un hecho de terceros. Deberá acreditar el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y, por ende, la Fiduciaria La Previsora 

S.A como ente administrador de los recursos de dicho fondo, desde qué momento puso 

 
3 Ley 962 de 2005, artículo 56. 
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a disposición de la docente, el dinero producto de las cesantías para ser reclamados, 

como obligados por ley a efectuar dicho pago. 

AL SEXTO: Es una cita normativa, la cual es aplicable para los docentes oficiales, según 

el criterio de la Sección Segunda del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, contenido en la sentencia de unificación CE-SUJ-SII-012-2018 del 18 de 

julio de 2018. 

En todo caso, se reitera que el municipio de Soledad (Atlántico) cumplió en los términos 

de ley, los trámites dispuestos en la Ley 91 de 1989, Decreto 1272 de 2018 y la Ley 

1955 de 2019. 

AL SÉPTIMO: No se trata de un hecho sino de la trascripción de un aparte jurisprudencial, 

de una posición la cual fue replanteada por la Sección Segunda del Consejo de Estado, 

Sala de lo Contencioso Administrativo, contenida en la sentencia de unificación CE-SUJ-

SII-012-2018 del 18 de julio de 2018, así: 

“SEGUNDO: SENTAR JURISPRUDENCIA en la sección segunda del Consejo de Estado para 

señalar en cuanto a la exigibilidad de la sanción moratoria por el pago tardío de las 

cesantías, las siguientes reglas:  

i) En el evento en que el acto que reconoce las cesantías definitivas y parciales se 

expida por fuera del término de ley, o cuando no se profiere; la sanción moratoria 

corre 70 días hábiles después de radicada la solicitud de reconocimiento, término 

que corresponde a: i) 15 días para expedir la resolución; ii) 10 días de ejecutoria del 

acto; y iii) 45 días para efectuar el pago.” 

AL OCTAVO: No es cierto. Lo cierto es que en todo caso, el municipio de Soledad 

(Atlántico) cumplió en los términos de ley, los trámites dispuestos en la Ley 91 de 1989, 

Ley 962 de 20054 y Decreto 2831 de 2005, para el reconocimiento y liquidación de las 

cesantías de la docente. La contabilización de plazos y fechas determinadas por la 

demandante en este hecho no concuerda con los términos previstos y regulados 

expresamente en la norma que establece los trámites de reconocimiento y pago de 

prestaciones sociales de docentes afiliados al FOMAG, entre ellas, las cesantías.  

Adicionalmente, se deberá demostrar a lo largo del proceso, la fecha exacta en la que 

el FOMAG consignó las cesantías de la actora, pues no existe certeza sobre el momento 

real en el cual la docente podía disponer de dicha prestación económica. 

AL NOVENO: No es cierto como está expresado. En todo caso, de haberse configurado 

una respuesta negativa a la petición de reconocimiento de la sanción moratoria prevista 

 
4 Actualmente es la Ley 1955 de 2019 
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en la Ley 244 de 1995 para el caso de la demandante, es menester precisar que la 

misma se encontraría bien denegada por parte del municipio de Soledad. Lo anterior, 

toda vez que la Secretaria de Educación Municipal de Soledad - Municipio de Soledad 

(Atlántico), no era la entidad legalmente competente para pronunciarse sobre su solicitud, 

informándole igualmente que, a su vez, el reconocimiento y pago de las prestaciones de 

los docentes corresponde a la Fiduprevisora como encargada del manejo y administración 

de los recursos del FOMAG.  

De allí, que el acto discutido con anterioridad y por el cual la actora aduce le fue 

denegada su petición, no deba considerarse como un acto administrativo definitivo 

susceptible de ser anulado ante la jurisdicción contenciosa administrativa. Todo esto, 

habida cuenta que no denegó ni reconoció lo solicitado por la actora y, a su vez, porque 

por medio de él se informó igualmente de la remisión de su solicitud a la Fiduprevisora 

S.A, por ser esta la administradora del FOMAG y, en consecuencia, la competente para 

ello. 

3. PRONUNCIAMIENTO A LAS PRETENSIONES 

 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones de la demanda, conforme a los 

siguientes argumentos: 

 

1. En caso de que se declare la existencia de un acto ficto presunto, se debe tener en 

cuenta que dicho acto administrativo se encuentra legal y constitucionalmente 

ajustado a derecho, en concordancia con las normas especiales aplicables al presente 

asunto, esto es, las contenidas en la Ley 91 de 1989, en la Ley 962 de 2005, en el 

Decreto 2831 de 2005. Por tanto, dicho acto administrativo no es susceptible de ser 

anulado ante la jurisdicción contenciosa administrativa, cuando frente al mismo no 

se adecuó ni materializó ninguna de las causales de nulidad previstas en el artículo 

137 del CPACA. 

 

2. En el presente proceso, debe declararse la falta de legitimación en la causa por 

pasiva de la Secretaría de Educación Municipal – municipio de Soledad (Atlántico), 

pues no era la entidad legalmente competente para pronunciarse sobre la solicitud 

de la parte actora, siendo la Fiduciaria La Previsora S.A. – Fiduprevisora- la entidad 

encargada para pronunciarse de fondo sobre la petición de sanción moratoria 

impetrada por la actora el 27 de agosto de 2018.5 

 

3. Además, debemos precisar, que en relación con las pretensiones en la que solicita 

indexación y pago de intereses moratorios, no es procedente que prospere toda vez 

 
5 Sentencia del 26 de agosto de 2019, Consejo de Estado Sección Segunda Subsección A, Magistrado Ponente: William Hernández 
Gómez, 68001-23-33-000-2016-0040069-01 (1728-2018). 
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que la indexación se encuentra proscrita por vía jurisprudencial6 y en tal sentido hace 

mucho más gravosa la situación económica de la administración, pues pasa por alto 

que este emolumento no solo cubre la actualización monetaria al momento del pago, 

sino que también supera el valor que se debiera cancelar, carga que le será excesiva 

para la administración. En ese orden de ideas, es preciso concluir que no tiene 

vocación de prosperidad dicha pretensión. 

 

Por las anteriores razones solicito a usted, señor Juez, con el respeto y consideración 

que merece, se sirva desestimar todas y cada una de las pretensiones planteadas en la 

demanda. 

 

4. FUNDAMENTACIÓN FÁCTICA Y JURÍDICA DE LA DEFENSA 

 

4.1. EL MUNICIPIO DE SOLEDAD (ATLÁNTICO) CUMPLIÓ CON LOS TÉRMINOS DE LEY PARA 

EFECTUAR LOS TRÁMITES DE RECONOCIMIENTO Y LIQUIDACIÓN DE LAS CESANTÍAS DEL 

DOCENTE, HECHO POR EL QUE LA SANCIÓN MORATORIA PRETENDIDA ES IMPROCEDENTE. 

 

Como argumento, en el caso que nos ocupa no hay lugar al reconocimiento de la 

sanción por la supuesta mora en el pago de las cesantías reconocidas mediante la 

Resolución No. 000473 de 2016, por parte del municipio de Soledad (Atlántico), por 

cuanto el ente territorial cumplió en los términos de ley, la realización y desarrollo de 

los trámites dispuestos en la Ley 91 de 1989, Ley 962 de 2005 y el Decreto 1075 de 

2015, normativa que creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

dictó disposiciones sobre racionalización de trámites y procedimientos administrativos de 

los organismos y entidades del Estado, y dispuso de trámites para el reconocimiento y 

pago de las prestaciones económicas a cargo de dicho fondo, respectivamente. 

En efecto, las cesantías, bien sean parciales o definitivas, de los docentes oficiales 

afiliados al FOMAG, cuentan con una regulación especial contenida en la Ley 91 de 

1989, Ley 962 de 2005, Ley 1071 de 2006 y el Decreto 1075 de 2015, estableciéndose 

unos plazos para surtir el trámite de reconocimiento de las prestaciones sociales que se 

encuentran a cargo de dicho fondo. Así, el Decreto 1075 de 20157 y el artículo 56 de 

la Ley 962 de 20058, disponen expresamente el siguiente trámite: 

 

 
“ARTÍCULO 2.4.4.2.3.2.2. Gestión a cargo de las Secretarías de Educación. La atención 

de las solicitudes relacionadas con las prestaciones económicas que reconoce y paga 

 
6 Sentencia de Unificación de la Sección Segunda del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, CE-SUJ-SII-012-
2018 del 18 de julio de 2018. 
7 Subrogado por el Decreto 1272 de 2018. 
8 Derogado por el artículo 57 y 336 de la Ley 1955 de 2019. 
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el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será efectuada a través de 

la entidad territorial certificada en educación o la dependencia que haga sus veces. 

 

Para tal efecto, la entidad territorial certificada en educación correspondiente, a la que 

se encuentre vinculado el docente, deberá: 

 

1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico. las solicitudes relacionadas con el 

reconocimiento de prestaciones económicas, de acuerdo con los formularios que 

adopte la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 

 

2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria y conforme a los formatos únicos por 

esta adoptados, certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional 

del docente peticionario o causahabiente, de acuerdo con la normativa vigente. 

 

3. Subir a la plataforma que se disponga para tal fin el proyecto de acto administrativo 

debidamente digitalizado con su respectivo expediente para que sea revisado por la 

sociedad fiduciaria. 

 

4. Suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones económicas, de 

acuerdo con lo dispuesto en las Leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que 

las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en 

los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley y en esta Subsección. 

 

5. Remitir a la sociedad fiduciaria copia de los actos administrativos de reconocimiento 

de prestaciones económicas, junto con la respectiva constancia de ejecutoria para 

efectos del pago. 

 

PARÁGRAFO. Todos los actos administrativos que sean expedidos por la entidad 

territorial certificada en educación, a través de los cuales se reconozcan prestaciones 

económicas a los afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, deberán 

contar con la aprobación previa por parte de la sociedad fiduciaria, so pena de incurrir 

en las responsabilidades de carácter disciplinario, fiscal y penal.” 

 
(…) 

“ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado 

Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre 

el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad 

Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El 

acto administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma 

del Secretario de Educación de la entidad territorial.” 

 

Por su parte, la Corte Constitucional en Sentencia de Unificación SU332/19 del 25 de 

julio de 2019, y la Sección Segunda del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
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Administrativo, mediante sentencia de unificación CE-SUJ-SII-012-2018 del 18 de julio de 

2018, sentaron jurisprudencia al precisar que cuando el acto que reconoce las cesantías 

se expide por fuera del término de ley, o cuando no se profiere; la sanción moratoria 

corre 70 días hábiles después de radicada la solicitud de reconocimiento, término que 

corresponde a: i) 15 días para expedir la resolución; ii) 10 días de ejecutoria del acto; 

y iii) 45 días para efectuar el pago. 

 

Como se puede observar, en el caso en concreto no obedece a que el acto administrativo 

no se profirió o que se expidió por fuera del término de ley, por ende no existe sanción 

moratoria atribuible de ninguna manera al ente territorial. 

 

En virtud de lo anterior, para resolver el presente asunto el Juez de primera instancia 

debe denegar las pretensiones respecto al municipio de Soledad (Atlántico), por no existir 

retardo en los trámites de reconocimiento y liquidación por parte de la Secretaría de 

Educación municipal.  

 

4.2 PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO DEMANDADO 

 

Sobre el principio de legalidad de los actos administrativos el Consejo de Estado- Sala 

de lo Contencioso Administrativo Sección Cuarta M. P. Carmen Teresa Ortiz de Rodriguez, 

en Sentencia del 7 de noviembre de 20129, ha señaló lo siguiente: 

 
”(…) si bien los actos administrativos, como decisiones unilaterales de la Administración 

encaminadas a producir efectos jurídicos, son susceptibles de judicialización por parte de 

esta jurisdicción a través de las acciones establecidas (…), lo cierto es que se encuentran 

amparados por la  presunción de legalidad derivada del sometimiento coercitivo de la 

actividad administrativa al ordenamiento jurídico, propio de los Estados Sociales de Derecho 

y, por lo mismo, su control judicial se encuentra sujeto a una carga procesal de alegación 

por parte de quien pretenda desvirtuar la presunción, demarcando de esa forma tanto el 

terreno de defensa para el demandado como el ámbito de análisis para el juez y el alcance 

de su decisión. En efecto, entre los requisitos de las demandas contra la jurisdicción 

contenciosa administrativa, el artículo 137 (numeral 4º) ibídem, exigió que en la impugnación 

de actos administrativos se indiquen las normas violadas y se explique el concepto de su 

violación. (…) Tales preceptos imponen limitaciones que le endilgan a esta jurisdicción un 

carácter rogado, en cuanto administra justicia sólo respecto de lo que le piden quienes 

ejercen las acciones reservadas a su conocimiento, tomando como fundamento el 

ordenamiento legal que le invocan como vulnerado por los actos administrativos, y los 

argumentos en que justifican el dicho de vulneración” 

 

 
9 Radicación número: 25000-23-27-000-2009-00056-01(18414) 
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Adicionalmente, se precisa que las actuaciones que realizan las autoridades del Estado 

deben ser conformes al ordenamiento jurídico, situación que ha sido precisada por el 

Consejo de Estado: 

“El principio de legalidad se ha establecido como uno de los más importantes instrumentos 

de garantía ciudadana, un verdadero límite a los poderes del Estado, y más aún frente al 

ejercicio del poder punitivo. Es la propia Constitución Política -artículo 29- quien impone a 

las autoridades judiciales y administrativas realizar las actuaciones de conformidad con los 

principios del debido proceso, incluida la legalidad y tipicidad de las conductas. Este precepto 

contiene un mandato claro: las autoridades -administrativas o judiciales- tienen la obligación 

de adelantar sus actuaciones conforme al principio de legalidad; (…) como quiera que él es 

pilar fundamental (…). Teniendo en cuenta que los servidores públicos deben adelantar sus 

funciones con observancia del ordenamiento jurídico (…)”10 

De conformidad con lo anterior, en la medida en que todo acto administrativo goza de 

una presunción de legalidad, corresponde al demandante la carga de desvirtuarla. No 

obstante, la parte actora no planteó ningún argumento valedero que desvirtúe dicha 

presunción y, dentro del concepto de la violación, no establece de forma clara y concisa, 

como debería hacerlo, en qué consiste la supuesta violación del orden jurídico que esta 

alega, ni aporta pruebas que sustenten la causal de nulidad alegada. 

 

Así mismo, se resalta que la jurisdicción administrativa se ha definido por la jurisprudencia 

y la doctrina como de justicia rogada, de manera que la demandante debe exponer de 

manera clara y concreta las causales de nulidad, esto es en el concepto de la violación, 

en las que supuestamente incurrió la administración en la expedición del acto 

administrativo, para así poder solicitar al juez administrativo que anule dicho acto. De 

no hacerlo, tal como efectivamente ocurre en el presente caso, no existe razón en la 

cual se pueda fundar una posible anulación de los actos administrativos proferidos por 

mi representada, objeto de análisis en el presente proceso y el Juez debe dictar un fallo 

inhibitorio en ese sentido.  
 

5. EXCEPCIONES 

 

Sin que ello constituya una aceptación de los hechos de la demanda, presento ante 

usted las siguientes excepciones: 

 

5.1 EXCEPCIÓN DE FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA  

 

Tal y como vimos en los argumentos planteados en esta contestación, el municipio de 

Soledad (Atlántico) es una entidad completamente independiente al ente responsable de 

 
10 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Consejero Ponente: Enrique Gil Botero. Bogotá D.C. 13 de noviembre 

de 2008, proferida en el proceso con radicado No. 68001-23-31-000-1996-02081-01(17009). 
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la aprobación y pago de las prestaciones sociales que deben ser reconocidas a favor 

de los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

(FOMAG), tal como acontece en este caso con relación a las pretensiones de la parte 

actora. De allí que, deba entenderse que mi representada no tiene legal ni 

contractualmente responsabilidad solidaria o subsidiaria con dicho fondo, y menos, con 

la entidad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos de dicho 

fondo (Fiduciaria La Previsora S.A.) 

 

Lo anterior, lo podemos ver materializado en lo que ha manifestado en sus más recientes 

pronunciamientos el Honorable el Consejo de Estado en la Sala de lo Contencioso 

Administrativo Sección Segunda Subsección A, en Sentencia del 26 de agosto de 2019, 

Magistrado Ponente: William Hernández Gómez, en un proceso de Nulidad y 

Restablecimiento del Derecho11, preciso claramente: 

 
”De la vinculación de la entidad territorial que expidió el acto administrativo acusado: al 

respecto se señala que, es la Nación -Ministerio de Educación Nacional-Fondeo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio en quien recae la competencia para pronunciarse frente 

al reconocimiento y pago de la sanción moratoria aquí reclamada por la accionante, aun 

cuando el acusado esté suscrito por la Secretaría de Educación del Municipio de 

Bucaramanga, pues éste interviene en el ejercicio de las funciones conferidas por la Ley 91 

de 1989 y 962 de 2005, es decir, a nombre del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio y no por cuenta propia, por lo que tampoco hay lugar a vincularla ni como 

parte ni como tercero en el asunto (…)” 

 

La subsección sostendrá que en el asunto objeto de estudio, es la Nación Ministerio de 

Educación Nacional, con cargo a los recursos del citado fondo, la entidad obligada al 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el desembolso tardío de las cesantías. 

Al respecto:  

 

Mediante la Ley 91 de 1989 en su artículo 3°, se creó el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio (FNPSM) como una cuenta especial de la Nación, con independencia 

patrimonial, contable y estadística, que si bien es cierto no tiene personería jurídica, está 

adscrita al Ministerio de Educación Nacional, cuya finalidad entre otras, es el pago de las 

prestaciones sociales de los docentes afiliados a dicho fondo (artículos 3 y 4). 

 

A su vez, el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, norma aplicable para el momento que se 

adelantó la actuación administrativa en el sub-lite y para el presente asunto en sede judicial, 

señalaba que las prestaciones sociales de los docentes oficiales serían reconocidas y pagadas 

por el FNPSM, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien 

administre el Fondo, el cual en todo caso debe ser elaborado por el Secretario de Educación 

de la entidad territorial certificada correspondiente a la que se encuentre vinculado el 

 
11 Referencia: Nulidad y Restablecimiento de Derecho. Radicado: 68001-23-33-000-2016-0040069-01 (1728-2018). 
Demandante: Aurora del Carmen Rojas Álvarez. Demandanda: Nación, Ministerio de Educación, Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio (FNPSM). Tema: Sanción Moratoria. Docente. 
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docente, sin despojar al FNPSM de la competencia para reconocer y pagar las prestaciones 

sociales de los docentes oficiales. 

 

En conclusión, en el sub examine, será el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio quien debe responder por el reconocimiento de la sanción moratoria causada a 

favor del aquí demandante porque las normas vigentes y aplicables al asunto consagran la 

responsabilidad a cargo de dicho fondo” 

 

Por lo anterior, es claro que el ente territorial no se encuentra legitimada por pasiva 

para conocer de la presente demanda, pues no podría proferirse un fallo de fondo ni 

endilgarse responsabilidad alguna en contra de la misma cuando en el evento de que 

se llegare a conceder las pretensiones de la demandante, es claro que el municipio de 

Soledad (Atlántico) no reconoce, rechaza o decide, si se otorga o no el reconocimiento 

de la prestación social deprecada por la actora, en este caso, el reconocimiento y pago 

de la sanción moratoria de que trata la Ley 1071 de 2006. 

 

Por tanto, teniendo claro que no puede pretenderse condenar al ente territorial por 

hechos ajenos a su voluntad, máxime cuando las actuaciones que realizó fueron ajustadas 

a la ley y la la normatividad con la finalidad de cumplir con las funciones que en razón 

de la Ley 91 de 1989, Ley 962 de 2005, Decreto 2831 de 2005, Ley 1071 de 2006 y 

el Decreto 1075 de 2015, que les fueron confiadas, es menester declarar la falta de 

legitimación en la causa por pasiva de esta frente al litigio que nos ocupa, siendo la 

entidad llamada a responder el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

quien debe responder si reconoce de la sanción moratoria causada a favor de la aquí 

demandante. 

 

5.2. EXCEPCIÓN DE INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN 

Complementariamente a la excepción antes señalada, es viable que se declare la 

excepción de fondo de inexistencia de la obligación, pues de conformidad con los 

argumentos esbozados a lo largo de la presente contestación de demanda, quedó claro 

que no existe fundamento legal, ni jurídico o doctrinal alguno que ordene o, más bien, 

que permita reconocer a la parte demandante la sanción moratoria que solicita en la 

demanda.   

 

Lo anterior, sin olvidar que en relación con el ente territorial no existe obligación de 

pagar emolumento alguno a favor de la demandante, pues dicha obligación se encuentra 

a cargo del Fondo Nacional del Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG), el cual 

fue creado como una cuenta especial de la Nación, sin personería jurídica, pero con 

independencia patrimonial, contable y estadística y con los recursos de dicho fondo se 

constituyó un patrimonio autónomo, el cual es administrado por una persona jurídica 

denominada Fiduprevisora S.A., quien es la que representa y cumple con las funciones 

previstas por la ley, al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como es 
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el pago de las prestaciones sociales de los docentes, y entidad que para el presente 

caso tiene era el responsable y el obligado a tender la solicitud realizada por el 

demandante. 

 

5.3. IMPROCEDENCIA DE LA INDEXACIÒN DE LA SANCIÓN MORATORIA: 

Por otra parte, en las pretensiones de la demanda, solicitan el reconocimiento y pago 

de los ajustes del valor a que haya lugar con motivo de la disminución del poder 

adquisitivo de la sanción moratoria, tomando como base la variación del índice de 

precios al consumidor, desde la fecha en que se efectúo el pago de la cesantía hasta 

el momento de la ejecutoria de la sentencia que ponga fin al proceso. 

Al respecto es importante señalar que la indexación se constituye en uno de los 

instrumentos para hacer frente a los efectos de la inflación, en el campo de las 

obligaciones dinerarias, es decir, aquellas que deben satisfacerse mediante el pago de 

una cantidad de moneda determinada entre las que se cuentan, por supuesto, las de 

índole laboral, en la medida que el fenómeno inflacionario produce una pérdida de la 

capacidad adquisitiva de la moneda. Sin embargo, en cuanto refiere a la sanción 

moratoria generada por el pago tardío de las cesantías, dicha indexación no es 

procedente, lo anterior conforme lo ha expuesto el Consejo de Estado en Sentencia de 

Unificación con radicado No. 73001-23-33-000-2014-00580-0112 en lo relativo a la 

indexación de la sanción por mora, señalo expresamente la incompatibilidad entre la 

indexación y la sanción por mora y para el efecto es preciso traer a colación lo que el 

máximo órgano de cierre en lo contencioso administrativo ha dado al fenómeno de 

indexación:  

“(…) A partir de lo anterior, es posible sacar las siguientes conclusiones relativas a los 

fines de la sanción moratoria: i) La sanción moratoria se consagró con el fin de conminar 

a las entidades encargadas al pago oportuno de la prestación social del auxilio de 

cesantías, ya que generalmente como consecuencia de la burocracia, la tramitología era 

común la demora en el citado pago y, ii) en el momento de recibir el pago efectivo de 

la prestación social, únicamente se pagaba lo certificado por la entidad pagadora meses 

o años atrás, cuando el dinero había perdido su poder adquisitivo, por lo cual, la 

disposición buscó que la administración expidiera la resolución en forma oportuna y 

expedita para evitar el retardo en el citado pago y sus consecuencias desfavorables para 

el trabajador. 

 

De este modo, la jurisprudencia del Consejo de Estado igualmente ha caracterizado la 

sanción moratoria por el pago extemporáneo de las cesantías como una multa a favor 

 
12 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda Subsección B Conseja ponente: SANDRA LISSET 

IBARRA VÉLEZ Bogotá D. C. dieciocho (18) de julio de dos mil dieciocho (2018). Radicación número: 73001-23-33-000-2014-
00580-01(4961-15).  
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del trabajador y en contra del empleador estatuida con el objeto de reparar los daños 

causados al primero por el incumplimiento en el plazo para el pago (…) 

 

Visto lo anterior, es preciso concluir que la sanción moratoria por pago extemporáneo de 

las cesantías, es una sanción o penalidad cuyo propósito es procurar que el empleador 

reconozca y pague de manera oportuna la mencionada prestación, más no mantener el 

poder adquisitivo de la suma de dinero que la representa y con ella, la capacidad para 

adquirir bienes y servicios o lo que la ley disponga como su propósito. (…)  

 

Más adelante concluye el Consejo de Estado en su sentencia de Unificación: 

 

“(…) En tal sentido, al no tratarse de un derecho laboral, sino de una penalidad de 

carácter económica que sanciona la negligencia del empleador en la gestión administrativa 

y presupuestal para reconocer y pagar en tiempo la cesantía, no es procedente ordenar 

su ajuste a valor presente, pues, se trata de valores monetarios que no tienen intención 

de compensar ninguna contingencia relacionada con el trabajo ni menos remunerarlo.” (…) 

(Subrayado fuera de texto original). 

 

Siguiendo con la discusión para el presente caso, el artículo 18713 del Código de 

Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo asevera que las condenas al 

pago o devolución de una cantidad líquida de dinero se ajustarán tomando como base 

el Índice de Precios al Consumidor lo cual no debe ser aplicable al caso en concreto 

en vista que eso implicaría la indexación de la sanción por mora que valga reiterar, son 

incompatibles entre sí, aunado a que la mentada indexación se encuentra proscrita por 

vía jurisprudencial y hace mucho más gravosa la situación de la administración, pues 

pasa por alto que este emolumento no solo cubre la actualización monetaria sino que 

es superior a dicho valor. 

 

Así mismo, cabe mencionar que de encontrar su señoría que le asistiera el derecho del 

reconocimiento de la sanción mora, esta pretensión no es subsidiaria de la indexación 

de las condenas, lo anterior, teniendo en cuenta el precedente jurisprudencial citado el 

cual, ha regulado que lo expresado en el artículo 187 del CPACA en su inciso final, no 

 
13 (…) ARTÍCULO 187. CONTENIDO DE LA SENTENCIA. La sentencia tiene que ser motivada. En ella se hará un breve resumen de 
la demanda y de su contestación y un análisis crítico de las pruebas y de los razonamientos legales, de equidad y doctrinarios 
estrictamente necesarios para fundamentar las conclusiones, exponiéndolos con brevedad y precisión y citando los textos legales 
que se apliquen. En la sentencia se decidirá sobre las excepciones propuestas y sobre cualquiera otra que el fallador encuentre 
probada El silencio del inferior no impedirá que el superior estudie y decida todas la excepciones de fondo, propuestas o no, sin 
perjuicio de la no reformatio in pejus. Para restablecer el derecho particular, la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo 
podrá estatuir disposiciones nuevas en reemplazo de las acusadas y modificar o reformar estas. Las condenas al pago o devolución 
de una cantidad líquida de dinero se ajustarán tomando como base el Índice de Precios al Consumidor. (…) 
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le es aplicable en el caso en concreto, toda vez, que la indexación de la sanción mora, 

son inaplicables entre sí, dado que la misma pretensión principal es una sanción que se 

le causa al ente público, y no debe causarse una doble sanción sobre un mismo derecho.  

 

Además, debemos precisar, que la indexación se encuentra proscrita por vía 

jurisprudencial y en tal sentido hace mucho más gravosa la situación económica de la 

administración, pues pasa por alto que este emolumento no solo cubre la actualización 

monetaria al momento del pago, sino que también supera el valor que se debiera 

cancelar, carga que le será excesiva para la administración. 

En ese orden de ideas, es preciso concluir que no tiene vocación de prosperidad dicha 

pretensión. 

5.4. CADUCIDAD 

 

De acuerdo a esta excepción, es notable que de acuerdo al numeral 3 del artículo 136 

del Código Contencioso Administrativo14 no existe término de caducidad en los actos 

fictos o presuntos y para el caso sub – examine es incierta la afirmación y pretensión 

de la accionante y su apoderado, pues en caso que se hubiese dado contestación de 

la solicitud del pago de la sanción moratoria se quebrantaría el andar jurídico de ficto 

o presunto para recrearse un debate jurídico de agotamiento de vía gubernativa y 

contabilidad de términos de acuerdo al artículo 136 No. 215 de cuatro (4) meses para 

interponer acción de nulidad y restablecimiento del derecho pretendida en la presente.  

 

En este orden de ideas, solicito en esta instancia su señoría que a petición del suscrito 

o de oficio se solicite certificación donde conste o no contestación del derecho de 

petición de solicitud de pago de mora. 
 

6. OPOSICIÓN A LA ESTIMACIÓN RAZONADA DE LA CUANTÍA 
 

Me opongo a la estimación de la cuantía efectuada por la demandante, dado que no 

es clara la fecha en la que el FOMAG, como entidad encargada de efectuar los pagos 

de prestaciones de docentes afiliados a dicho fondo, realizó la consignación de las 

 
14 “ARTÍCULO 136. Caducidad de las acciones. 3. La acción sobre los actos presuntos que resuelvan un recurso podrá interponerse 
en cualquier tiempo.” 
 
15 “ARTÍCULO 136. Modificado por el art. 23, Decreto Nacional 2304 de 1989 , Modificado por el art. 44, Ley 446 de 1998 Caducidad 

de las acciones. 2. La de restablecimiento del derecho caducará al cabo de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente al 
de la publicación, notificación, comunicación o ejecución del acto, según el caso. Sin embargo, los actos que reconozcan 
prestaciones periódicas podrán demandarse en cualquier tiempo por la administración o por los interesados, pero no habrá lugar 
a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena fe.” 
 

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjurMantenimiento/normas/Norma1.jsp?i=6542#1
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjurMantenimiento/normas/Norma1.jsp?i=3992#1
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cesantías del actor. Por lo anterior, tampoco resulta claro desde cuando, en caso de 

proceder la sanción moratoria deprecada, debe contabilizarse la misma.  

7. MEDIOS DE PRUEBA 

DOCUMENTALES 

 

Presento ante usted los siguientes medios documentales de prueba: 

 

1. Decreto de Nombramiento y acta de posesión del Jefe de la Oficina Jurídica de la 

Alcaldía de Soledad. 

2. Decreto de Delegación de funciones. 

 

DOCUMENTALES SOLICITADAS MEDIANTE OFICIO 

 

Para efectos de dar claridad a los hechos y pretensiones de la demanda, solicito de 

usted, señor Juez, se sirva decretar la siguiente prueba: 
 

1. Ofíciese al Banco BBVA para que, con destino a este proceso de nulidad y 

restablecimiento del derecho, se sirva allegar certificación de la fecha a partir de 

la cual, los dineros correspondientes a las cesantías de la señora DIGNA ROSA 

PÉREZ ROLON, identificada con la cédula de ciudadanía No. 32.861.165 

reconocidos mediante la Resolución No. 000473 del 22 de noviembre de 2016, 

estaban disponibles para ser retirados, así como la fecha efectiva de pago a la 

citada titular. 

 

2. En este orden de ideas, solicito en esta instancia su señoría que a petición de la 

suscrita o de oficio se solicite certificación donde conste o no contestación del 

derecho de petición de solicitud de pago de mora.  

 

8. NOTIFICACIONES 
 

Para todos los efectos legales, el demandado recibe notificaciones en la Secretaría del 

Despacho o personalmente en el Km. 4, prolongación Murillo - Sede Granabastos, Local 

6, Soledad - Atlántico y/o al correo electrónico ofijuridicanotificaciones@soledad-

atlantico.gov.co.  

 

Del señor Juez, atentamente, 
 

 (Original firmado) 
 

HUGO PRADA LOZADA 

C.C 13.871.094 de Bucaramanga 

T.P No. 147.175 del C.S.J. 

 

mailto:ofijuridicanotificaciones@soledad-atlantico.gov.co
mailto:ofijuridicanotificaciones@soledad-atlantico.gov.co
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ENVÍO CONTESTACIÓN DE DEMANDA CON ANEXOS- PARA JUZGADO 8°
ADMINISTRATIVO DE BARRANQUILLA-2019-00288 DEMANDANTE: ARLES
RODRIGUEZ y OTROS

NORBERTO CARO CASTRO <norberto.caro8675@correo.policia.gov.co>
Jue 30/07/2020 9:03

Para:  Recibo Memoriales Juzgados Administrativos - Atlántico - Barranquilla
<recibomemorialesjadmbquilla@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC:  fuerzajuridicaabogados@outlook.com <fuerzajuridicaabogados@outlook.com>; rosmaldojose@hotmail.com
<rosmaldojose@hotmail.com>; Natalia Ordonez Diaz <nordonezd@procuraduria.gov.co>

3 archivos adjuntos (9 MB)

CONTEST. DEMANDA. 2019-288 ARLES RODRIGUEZ Y GUSTAVO LARA -TERROR. SAN JOSE.pdf; Anexo contes demanda
2019-288 Arles Rodr-1.pdf; Anexo contes demanda 2019-288 Arles Rodr-2.pdf;

Señores
OFICINA DE SERVICIO JUZGADO ADMINISTRATIVO DE BARRANQUILLA
ATT. JUZGADO 8° ADMINISTRATIVO 

DE MANERA ATENTA ME PERMITO ENTREGAR EL MEMORIAL DE CONTESTACION DE DEMANDA EN
ARCHIVO PDF PARA EL EXPEDIENTE 2019-00288 CON DESTINO AL JUZGADO 8° ORAL
ADMINISTRATIVO DE BARRANQUILLA, DONDE ES PARTE DEMANDANTE ARLES ALFREDO RODRIGUEZ
ANGULO, GUSTAVO DE JESUS LARA SOLIS y OTROS,  DEMANDADO: NACIÓN-POLICIA NACIONAL.

SE APORTA COMO ANEXO EL PODER PARA ACTUAR,  INFORMES, ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS, 

total: 59 folios EN TRES ACHIVOS PDF. 

SE REMITE HOY 30 DE JULIO DEL 2020, POR CUANTO LOS TERMINOS SE ENCONTRABAN
SUSPENDIDOS POR PANDEMIA MUNDIAL.

IGUALMENTE SE REMITE COPIA AL APODERADO DE LA PARTE DEMANDANTE COMO TRASLADO DE
EXCEPCIONES.

ACLARO QUE EL CORREO ELECTRONICO PARA NOTIFICACIONES JUDICIALES A LA INSTITUCION
POLICIA NACIONAL - CONFORME AL ARTÍCULO  197 CPACA ES:  deata.noƟficacion@policia.gov.co 

Firefox https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkADc3MWU5MzJlLTVjM...

1 de 1 30/07/2020, 12:15 p. m.
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                 MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
                  POLICÍA NACIONAL 
                  SECRETARIA GENERAL 
                  UNIDAD DEFENSA JUDICIAL ATLÁNTICO  
 

Barranquilla, 25 de julio del 2020 

Doctor  
HUGO JOSE CALABRIA LOPEZ 
Honorable Juez Octavo (8°) Oral Administrativo de Barranquilla      
E.           S.           D. 
 
REF: PROCESO: 08-001-33-33-008-2019-00288-00  
DEMANDANTE: ARLES ALFREDO RODRIGUEZ ANGULO, GUSTAVO DE JESUS LARA SOLIS 
y OTROS   
MEDIO DE CONTROL:   REPARACIÓN DIRECTA   
DEMANDADO: Nación- Ministerio de Defensa - Policía Nacional -   

NORBERTO CARO CASTRO, mayor de edad y vecino de esta ciudad,  identificado con Cédula de 

Ciudadanía No. 8.738.675 de Barranquilla (Atlántico), como aparece al pie de la correspondiente 

firma, Abogado titulado, portador de la tarjeta profesional No. 106.578 del Consejo Superior de la 

Judicatura, en mi condición de apoderado especial de La  NACION COLOMBIANA -MINISTERIO DE 

DEFENSA- POLICIA NACIONAL, a través del presente escrito me dirijo a usted muy 

respetuosamente para la CONTESTACIÓN DE DEMANDA, de la siguiente manera conforme al 

artículo 175 de la ley 1437 del 18 de enero del 2011, la cual fue notificada el día 3 de febrero del 

2020:  

PARTE DEMANDADA, REPRESENTANTE Y APODERADO: 

 

En el presente medio de control de la jurisdicción contencioso administrativo, una de las partes  

demandada es la Nación- Ministerio de Defensa - Policía Nacional, representada actualmente por el 

señor General OSCAR ATEHORTUA DUQUE  como Director, con domicilio en la ciudad de Bogotá 

– Carrera 59 No. 26-21, y el señor Coronel HUGO FERNANDO LOSADA MOLANO como 

Comandante del Departamento de Policía Atlántico,  siendo apoderado  el suscrito con domicilio en 

la ciudad de Barranquilla-  en la carrera 43 No. 47-53 Piso No. 2.   

 
PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS PRETENSIONES Y LOS HECHOS  

De las pretensiones incoadas, lo que solicita la parte  demandante ARLES ALFREDO RODRIGUEZ 

ANGULO, GUSTAVO DE JESUS LARA SOLIS (como víctimas) y OTROS (Familiares) es que se 

declare a la NACION- MINISTERIO DE DEFENSA- POLICIA NACIONAL  administrativa y 

extracontractualmente responsable de los perjuicios materiales, morales, daño a la salud y proyecto 

de vida causados por las lesiones que sufrieron aquellos en el día 27 de enero del 2018 cuando con 

otros compañeros de labores se encontraban en formación, fueron sorprendidos por una explosión 

iniciado con artefacto oculto en la cancha de Microfútbol ubicada en un parque al lado de la Estación 

de Policía San José, argumentando la existencia de una falla en el servicio debido a que por orden 

superior del Comando de Policía Metropolitana de Barranquilla, la Estación de Policía Centro 
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Histórico en la que se encontraba adscrito funcionaba simultáneamente en las mismas instalaciones 

de la Estación de Policía San José, de la que por ser unas pequeñas instalaciones debían de formar 

en ese lugar diariamente desde el mes de agosto del año 2015; y  se condene a la Policía Nacional 

a cancelar la suma equivalente a 2.500 salarios mínimos legales mensuales por perjuicios morales, 

daño a la salud y proyecto de vida.  

Respecto a lo anterior y frente a lo que argumenta la parte demandante, cuando indica que el perjuicio 

o daño antijurídico se registró por cuanto ha existido una falla en el servicio debido a que como el 

personal uniformado adscrito a la Estación de Policía Centro Histórico no tenía donde realizar las 

formaciones para las instrucciones del servicio, ello no enfoca a una falla en servicio, en nuestra 

defensa judicial, nos oponemos a los argumentos fácticos,  jurídico y jurisprudencial que 

expone dicha parte demandante, y la Policía Nacional no es totalmente responsable frente a 

lo pretendido, al no existir intencionalmente la violación a los artículos 1, 2, 6 y 90 de la Carta Política, 

toda vez que si los uniformados de Policía desde el año 2015 se encontraban compartiendo las 

instalaciones de la Estación de Policía Centro, no los obliga a que con confianza en dos largos años 

formaran en un lugar seguro para ellos, cuando al menos teniendo en cuenta que los mismos 

uniformados de Policía se encuentran preparados para brindar servicio de seguridad al conglomerado 

social, de lo que al menos debieron de implementar diariamente las medidas para mitigar el posible 

accionar de delincuentes tendientes a atentar contra la integridad de ellos con cualquier medio, 

medidas que para el presente caso simplemente era la de realizar una minuciosa revista para 

detectar objetos o elementos extraños, más no entrar en la confianza, muy a pesar de que la ciudad 

de Barranquilla no se tenía  información en amenazas ni antecedentes sobre acciones terroristas 

contra la fuerza pública para la fecha de hechos. Por ello y de acuerdo a los hechos ocurridos en que 

se registró la explosión que les causó la lesión en la integridad no solo a los uniformados aquí 

demandantes sino también a los otros policiales que formaban en ese lugar, no fue que la Nación- 

Policía Nacional haya expuesto a los fallecidos y lesionados en un riesgo superior a los que 

como miembros de la Fuerza Pública corren comúnmente por el servicio que prestan, además de 

que el factor determinante de la ocurrencia del hecho no fue la incomodidad en las 

instalaciones donde mantenían el material logístico, comunicaciones y armamento para los 

policiales, sino que fue el hecho exclusivo y determinante de un tercero, que por la confianza 

denotada en todos los uniformados de policía cuando diariamente con el intervalo de 8 horas 

formaban en el mismo lugar desde Agosto del año 2015 hasta el 27 de enero del 2018 en que 

sucedió el siniestro. 

Con respecto  a los hechos, me pronuncio de la siguiente manera:  

Del PRIMER HECHO, Es cierto que los uniformados de Policía Patrulleros ARLES ALFREDO 

RODRIGUEZ ANGULO y GUSTAVO LARA SOLIS  se encontraban adscritos a la Estación de Policía 

Centro Histórico. 
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Del SEGUNDO HECHO, Es Parcialmente cierto, por cuanto el Patrullero ARLES ALFREDO 

RODRIGUEZ ANGULO,  si bien se encontraba adscrito a la Estación de Policía Centro Histórico, los 

cuadrantes asignados varían en el servicio de la jurisdicción de dicha Estación. 

Del TERCER HECHO: No nos consta de que el señor Patrullero GUSTAVO LARA SOLIS para el día 

de hechos laboraba como Encargado de Información del CAI San José ubicado en el centro de la 

ciudad de Barranquilla, por cuanto el día del siniestro y por la calamidad ninguno de los policiales que 

resultaron lesionados prestaron servicio alguno. 

Del CUARTO HECHO: Es cierto que para el año 2015 el Comandante de Policía Metropolitana de 

Barranquilla dispuso que la Estación de Policía Centro Histórico funcionara simultáneamente en una 

oficina ubicada internamente en la Estación de Policía San José (Barrio San José de Barranquilla), 

mientras se adecuaba y remodelaba las instalaciones de la Estación de Policía centro histórico 

ubicada en la calle 70 con carrera 57 de la ciudad de  Barranquilla. 

Del QUINTO HECHO: Es cierto que desde que el personal uniformado de la Estación de Policía 

Centro Histórico se trasladó hacia las instalaciones de la Estación de Policía San José ubicada en la 

calle 39 entre  carrera 21 y 22 de la ciudad de Barranquilla, y dicho personal se encontraba repartido 

en tres turnos en las 24 horas del día, para lo cual cada turno debía realizar una formación previa 

para recibir las instrucciones diarias del servicio. 

Del SEXTO HECHO: No es totalmente cierto, por cuanto si bien en la Estación de Policía San José 

donde también se encontraba asignado simultáneamente los medios logísticos y personal uniformado 

para la jurisdicción de la Estación de Policía Centro Histórico, la cancha de microfútbol  que se 

encuentra en un parque al lado dela Estación mencionada no era el único espacio para una 

formación, de la que por más de dos años se venía realizando. 

Del SEPTIMO HECHO: No es totalmente cierto, por cuanto si bien los elementos de la parte 

logística de comunicación, armamento y talento humano fueron ubicados en las instalaciones de la 

Estación de Policía San José, también lo es que transcurrieron más de dos años de funcionamiento 

sin que el cambio en el servicio brindado a la comunidad fue notorio. 

Del OCTAVO HECHO: No es totalmente cierto por cuanto de  las instalaciones de la Estación de 

Policía San José de la Metropolitana de Barranquilla, solamente requería servicio adicional al de  

información de acuerdo a la necesidad del mismo. 

Del NOVENO HECHO: No es totalmente cierto  de que la formación del personal uniformado  no 

solamente para el servicio del 27 de enero del 2018 sino de los anteriores días debía de realizarse 

rutinariamente en una cancha contigua a la Estación de policía San José. 

Del DECIMO HECHO: Es cierto que los hechos de la explosión que causó lesiones y muertes a 

algunos de los uniformados que se encontraban en la formación del día 27 de enero del 2018, fue 

de sorpresa, pues desconocían de la colocación de artefactos explosivos que manos criminales 
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ubicaron detrás de unas sillas públicas en el parque de marras, desconociéndose los momentos en 

que fueron instalados momentos o días anteriores, por cuanto el lugar es un parque público.  

Del DECIMO PRIMER HECHO: No es cierta la existencia de falla en servicio,  tal como lo 

argumenta la parte demandante. Ahora el hecho determinante del daño no fue la ubicación del 

personal uniformado en las instalaciones de la Estación de Policía San José, sino más bien una 

carga explosiva instalada por un tercero. De lo que si el demandante expone que en el lugar de 

hechos venían formando durante más de dos años, al menos todos y cada uno de los involucrados 

en la formación han debido diariamente de revisar el lugar para detectar objetos extraños y no entrar 

en la confianza a pesar de que el país se encuentre en conflicto interno con grupos subversivos y 

que en la ciudad de Barranquilla no estaba amenazada su fuerza pública y menos la Policía Nacional. 

Del DECIMO SEGUNDO HECHO: No es cierta la apreciación que realiza la parte demandante, por 

cuanto primero que todo el lugar donde se realizaba diariamente las formaciones del personal 

uniformado de Policía es un lugar en el que tiene acceso cualquier ciudadano en las 24 horas del día, 

no amerita designar un funcionario uniformado de policía para cuidar una cancha, y de las consignas 

de revisión, no requiere diariamente ser reiteradas por sustracción de materia, ya que es lógico de 

que cualquiera de los uniformados de Policía que allí formaban en cada turno debían de realizar una 

revista para detectar elementos extraños.   

Del DECIMO TERCERO HECHO: No Es cierto que en el informe de accidente en la Estación de 

Policía San José rendido por el Patrullero DAIR SIERRA CASTILLO como responsable del Sistema 

de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo de la Policía Metropolitana de Barranquilla, se aprecie 

una falla en servicio que según la parte demandante se encuentra descrita en el numeral 4.1, pues 

lo que se describe es un espacio inadecuado para realizar una formación policial, y seguidamente se 

registran unas recomendaciones específicas y  generales, entre las que se encuentran la realización 

de inspecciones permanentes en el lugar donde se realicen las formaciones para detectar objetos 

que no causen daños a la integridad del personal con informe mensual del comandante de Estación 

y no excederse de la confianza para que grupos al margen de la ley ejecuten actos vandálicos en 

contra de la integridad de los policiales, que fue el motivo contribuyente en el daño causado, siendo 

entonces el determinante la misma  confianza de todos los policiales que resultaron lesionados y 

muertos así como el hecho exclusivo del tercero.  

Del DECIMO CUARTO HECHO: No es totalmente cierto por cuanto si bien se adelantó la 

investigación disciplinaria la cual se radicó con el No. REGI-2018-58 en contra de los señores Capitán 

ELKIN SIGIFREDO HERNANDEZ HERRERA y Teniente JEYSSON DAVID PEREZ DIAZ, fue por el 

desinterés en el servicio como falta leve, pues no se reprocha el atentado terrorista en la investigación 

sino que no se puso en práctica el plan de defensa de las instalaciones, y no colocar centinela pero 

en las instalaciones policiales, más no en una cancha o parque público que colinda con las 

instalaciones policiales. 
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Del  DECIMO QUINTO y DECIMO SEXTO HECHO: No es cierta la apreciación que realiza la parte 

demandante en lo relacionado a la falla en el servicio, se reitera el atentado terrorista fue con 

motivo a un hecho exclusivo y determinante de un tercero. Y tampoco  fue el funcionamiento de 

la estación de policía Centro Histórico simultáneamente con la Estación de Policía San José. 

Del DECIMO SEPTIMO y DECIMO OCTAVO HECHO: No es cierto que los errores que cita la parte 

demandante sea de responsabilidad de la Policía Nacional como institución, ni que tampoco se hayan 

puesto los uniformados a un riesgo excepcional, por cuanto ya éstos tenían más de dos años 

ubicados en la plurimencionada Estación de Policía San José, además de que todos los que 

resultaron lesionados como miembros de la Institución tienen amplio conocimiento de que al llegar a 

cualquier lugar deben de adoptar las medidas de seguridad, de lo que en el caso que nos ocupa, al 

menos ellos mismos debieron de inspeccionar el lugar antes de la formación, y no adoptar el factor 

confianza de que por estar formando diariamente en un mismo lugar y no existir antecedentes 

recientes en atentados terroristas nunca se iría a presentar un hecho de tal magnitud que causó las 

lesiones y muerte a algunos uniformados de policía.  

Del DECIMO NOVENO HECHO: No nos consta hasta el momento la merma de la capacidad laboral 

de los demandantes en lo relacionado con las afectaciones psicológicas o psiquiátricas y  de la 

pérdida de la visión en uno de los ojos del Patrullero ARLES RODRIGUEZ ANGULO. 

De los anteriores hechos no es desconocido que los uniformados de policías no son soldados ni 

menores de edad en los que hay que estar encima de ellos para mantenerlos en custodia constante, 

pues un patrullero es un técnico profesional en servicio de policía, del que por esa sola situación 

no podría desconocer que no deberían entrar en confianza en una formación que por rutina 

llevaba más de dos años realizando y participando en la misma, y que fue lo que dio lugar a 

que delincuentes los estuvieran observando y dispusieron colocar el artefacto 

estratégicamente para causar el daño  a todos los uniformados que allí se concertaban.  

Por otro lado si bien la parte demandante expone que para el día 27 de enero del 2018 cumplía la 

orden de formar en ese lugar diariamente y en caso de que se tuviese conocimiento de amenazas de 

acciones delictivas de las que nunca en labores de inteligencia se sabía que iba a ocurrir, es bien 

sabido  que la institución policial la caracteriza el orden, rectitud y disciplina; todos los uniformados 

de Policía desde que ingresan a la institución, entre el pensum académico se encuentra la cátedra 

de los reglamentos y otros, en los que se enseña para que se ponga en práctica el Régimen 

Disciplinario  para la Policía Nacional contenida en la Ley 1015 del 2006 (de la que el desconocimiento 

no es excusa), ya que los medios para encauzar la disciplina son preventivos y correctivos. Por lo 

tanto en virtud a lo consagrado en los artículos 28 y 29 ibidem, allí se prescribe lo relacionado a las 

órdenes, de las que en el eventual caso en que se haya dispuesto a que el hoy lesionado y demás 

policiales tenía que cumplir la formación en un espacio público, y que corriera peligro su integridad 

personal más allá del riesgo que debía de soportar por la actividad policial, éste no estaba obligado 

y no podía cumplirla. Pues así se desprende de las normas citadas que a la letra se transcriben:  
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ARTÍCULO 28. NOCIÓN. Orden es la manifestación externa del superior con 

autoridad que se debe obedecer, observar y ejecutar. La orden debe ser legítima, 

lógica, oportuna, clara, precisa y relacionada con el servicio o función. 

ARTÍCULO 29. ORDEN ILEGÍTIMA. La orden es ilegítima cuando excede los límites 

de la competencia o conduce manifiestamente a la violación de la Constitución 

Política, la ley, las normas institucionales o las órdenes legítimas superiores. 

PARÁGRAFO. Si la orden es ilegítima, el subalterno no está obligado a 

obedecerla; en caso de hacerlo la responsabilidad recaerá sobre el superior que 

emite la orden y el subalterno que la cumple o ejecuta. 

Y aquí, no podría recaer responsabilidad alguna en la Policía Nacional, debido a que se reitera fue 

por un hecho exclusivo de un tercero, con la anuencia activa y por negligencia de los mismos 

uniformados en no adoptar las más mínimas medidas de seguridad.   

LAS EXCEPCIONES DE MERITO: 

 

HECHO EXCLUSIVO Y DETERMINANTE DE UN TERCERO: 

 

Proponemos, EL HECHO EXCLUSIVO Y DETERMINANTE DE UN TERCERO, por cuanto si bien es 

cierto que la parte demandante fue víctima de un hecho categorizado como accidente laboral durante 

una formación del día 27 de enero del 2018 en la que participaba, tendiente a concertar las 

actividades de vigilancia y seguridad a la comunidad o conglomerado social en la jurisdicción de la 

Estación de Policía Centro Histórico, lo cual no solamente lo hacían en esa fecha sino desde hacía 

más de dos años atrás en una cancha o parque contiguo a la mencionada Estación, donde de manera 

estratégica y oculta detrás de unas sillas públicas fue colocada por desconocidos momentos o días 

antes una carga explosiva que fue activada por señal electrónica por una persona que fue minutos 

después capturada por la misma institución y que fuera identificada como CRISTIAN CAMILO 

BELLON, quien está siendo investigado junto con las personas de NILSON MIER VARGAS y DALILA 

DUARTE como autores del ilícito. 

Este hecho, además de haberse cometido por un tercero, también se sumó la actitud negligente y 

pasiva de todos los que resultaron lesionados como miembros de la Institución, en virtud a que tienen 

amplio conocimiento de que al llegar a cualquier lugar deben de adoptar las medidas de seguridad, 

de lo que en el caso que nos ocupa, al menos ellos mismos debieron de inspeccionar el lugar antes 

de la formación, y no adoptar el factor confianza de que por estar formando diariamente en un mismo 

lugar y no existir antecedentes recientes en atentados terroristas nunca se iría a presentar un hecho 

de tal magnitud que causó las lesiones y muerte a algunos uniformados de policía.  

Indebida presentación de cobro por perjuicios en proyecto de vida y pérdida de oportunidad 
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En lo que respecta a esta pretensión nos permitimos oponernos, en virtud a que si bien del hecho del 

27 de enero del 2018 donde  resultaron lesionados los señores ARLES ALFREDO RODRIGUEZ 

ANGULO y GUSTAVO JESUS LARA SOLIS, no ha existido alteración alguna en su proyecto de vida, 

en virtud a que  desde que ingresaron a la institución policial tenían conocimiento de los riesgos 

propios que genera la actividad y función policiva. 

Ahora en virtud a las normas especiales contenidas en el Artículo  24 del Decreto 1796 del 14 de 

septiembre del 2000, a la parte demandante se le está adelantando un informe prestacional por 

lesiones y que a la fecha se encuentra calificado en el literal c.) que a la letra expone:   En el servicio 

como consecuencia del combate o en accidente relacionado con el mismo, o por acción directa del 

enemigo, en tareas de mantenimiento o restablecimiento del orden público o en conflicto 

internacional, cuyo informe se encuentra en proceso para determinar la disminución de la capacidad 

laboral, al igual que por tales circunstancias no se les ha vulnerado el derecho al trabajo y afines con 

respecto a su vinculación laboral, escogido desde un inicio como proyecto de vida en la institución 

policial. 

DE LAS EXCEPCIONES PREVIAS: 

Falta de legitimación en la causa por activa: 

Proponemos esta excepción con respecto al señor LUIS GABRIEL RAMIREZ ANGULO, quien se 

legitima como hermano del señor ARLES ALFREDO RODRIGUEZ ANGULO, pretendiendo el 

reconocimiento de Perjuicios morales por las lesiones que sufrió este último. La excepción se 

sustenta con el hecho de que en la demanda y sus anexos no se aporta documento alguno que 

acredite o demuestre  el vínculo familiar entre ellos.   

SITUACION FACTICA Y JURIDICA DE LA DEFENSA: 

 

Mediante la presente demanda se pretende obtener de la NACION- MINISTERIO DE DEFENSA- 

POLICIA NACIONAL  indemnización de perjuicios por los perjuicios morales, daño a la salud y 

proyecto de vida causados por las lesiones que sufrieron los señores ARLES ALFREDO 

RODRIGUEZ ANGULO y GUSTAVO DE JESUS LARA SOLIS  en el día 27 de enero del 2018 cuando 

con otros compañeros de labores se encontraban en formación, fueron sorprendidos por una 

explosión iniciado con artefacto oculto en la cancha de Microfútbol ubicada en un parque al lado de 

la Estación de Policía San José, argumentando la existencia de una falla en el servicio debido a que 

por orden superior del Comando de Policía Metropolitana de Barranquilla, la Estación de Policía 

Centro Histórico en la que se encontraba adscrito funcionaba simultáneamente en las mismas 

instalaciones de la Estación de Policía San José, de la que por ser unas pequeñas instalaciones 

debían de formar en ese lugar diariamente desde el mes de agosto del año 2015; y  se condene a la 

Policía Nacional a cancelar la suma equivalente a 2.500 salarios mínimos legales mensuales por 

perjuicios morales, daño a la salud y proyecto de vida.  
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Respecto a lo anterior y frente a lo que argumenta la parte demandante, cuando indica que el perjuicio 

o daño antijurídico se registró por cuanto ha existido una falla en el servicio debido a que como el 

personal uniformado adscrito a la Estación de Policía Centro Histórico no tenía donde realizar las 

formaciones para las instrucciones del servicio, ello no enfoca a una falla en servicio, en nuestra 

defensa judicial, nos oponemos a los argumentos fácticos,  jurídico y jurisprudencial que 

expone dicha parte demandante, y la Policía Nacional no es totalmente responsable frente a 

lo pretendido, al no existir intencionalmente la violación a los artículos 1, 2, 6 y 90 de la Carta Política, 

toda vez que si los uniformados de Policía desde el año 2015 se encontraban compartiendo las 

instalaciones de la Estación de Policía Centro, no los obliga a que con confianza en dos largos años 

formaran en un lugar seguro para ellos, cuando al menos teniendo en cuenta que los mismos 

uniformados de Policía se encuentran preparados para brindar servicio de seguridad al conglomerado 

social, de lo que al menos debieron de implementar diariamente las medidas para mitigar o disminuir 

el posible accionar de delincuentes tendientes a atentar contra la integridad de ellos con cualquier 

medio, medidas que para el presente caso simplemente era la de realizar una minuciosa revista 

para detectar objetos o elementos extraños, más no entrar en la confianza, muy a pesar de que la 

ciudad de Barranquilla no se tenía  información en amenazas ni antecedentes sobre acciones 

terroristas contra la fuerza pública para la fecha de hechos. Por ello y de acuerdo a los hechos 

ocurridos en que se registró la explosión que les causó la lesión en la integridad no solo a los 

uniformados aquí demandantes sino también a los otros policiales que formaban en ese lugar, no 

fue que la Nación- Policía Nacional haya expuesto a los fallecidos y lesionados en un riesgo 

superior a los que como miembros de la Fuerza Pública corren comúnmente por el servicio que 

prestan, además de que el factor determinante de la ocurrencia del hecho no fue la incomodidad 

en las instalaciones donde mantenían el material logístico, comunicaciones y armamento para los 

policiales, sino que fue el hecho exclusivo y determinante de un tercero, que por la confianza 

denotada en todos los uniformados de policía cuando diariamente con el intervalo de 8 horas 

formaban en el mismo lugar desde Agosto del año 2015 hasta el 27 de enero del 2018 en que 

sucedió el siniestro. 

Ahora, si bien los uniformados de Policía aquí demandante al elegir su oficio como Servidor Público 

en la misma institución, consienten su incorporación y asumen los riesgos inherentes al mismo, a su 

turno, la Entidad estatal debe brindar la instrucción y el entrenamiento necesario para el adecuado 

desempeño de sus funciones, por consiguiente, si se concreta el riesgo que voluntariamente 

asumieron se genera la llamada por la doctrina francesa indemnización a forfait, de manera que, en 

principio, para que la responsabilidad estatal surja en este tipo de eventos, además del riesgo 

inherente a la profesión debe ocurrir un hecho anormal generador de un daño que no se está obligado 

a soportar, evento en el cual surge el derecho a reclamar una indemnización plena y complementaria 

a la que surge de la esfera prestacional, bajo el régimen general de la responsabilidad de la 

administración, con las connotaciones propias en relación con los elementos estructurales y las 

causas extrañas enervantes del fenómeno jurídico, hecho que de acuerdo a la naturaleza de los 

mismos no ocurrió, por cuanto el acto no fue previsible, debido a que en la ciudad de Barranquilla y 
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menos en esa Estación de Policía San José o sus partes aledañas en la que se concertaba 

diariamente y cada 8 horas un personal uniformado no existía amenaza o información alguna sobre 

algún atentado terrorista como el sucedido. 

  

RELACIÓN DE PRUEBAS Y PETICION DE AQUELLAS 

 

Solicito se tenga en cuenta las siguientes pruebas que acompaño a la contestación, los cuales 

son los antecedentes administrativos que obra en poder de la institución,  así:    

a.- Copia del oficio S-2020- 012482-DEATA del 9 de marzo del 2020, mediante el cual se solicita 

copia del informe de investigación de accidente de la Estación de Policía San José   

b.- Copia del oficio S-2020-021279-MEBAR del 19 de marzo del 2020, mediante el cual se aporta la 

copia del informe de investigación de accidente ocurrido el día 27 de enero del 2018 en la Estación 

de Policía San José.  

c.- Copia del oficio S-2020-012482 –DEATA del 9 de marzo del 2020 mediante el cual se solicita 

copia de los antecedentes de indemnización a la Área de Prestaciones Sociales y oficio de respuesta 

No. S-2020-015348 –SEGEN del 19 de marzo del 2020, en la que se responde que los antecedentes 

fueron devueltos a la Regional de Medicina Laboral No. 8  ubicada en la Clínica de la Policía Nacional 

Avenida Circunvalar de Soledad (Atlántico) 

d.) Copia de antecedentes e informes de hechos relacionados con el ocurrido el día 27 de enero del 

2018.   

Documentales:  

Solicito se oficie a la Fiscalía General de la Nación y/o Fiscalía 149 Especializado contra 

organizaciones criminales Sede Barranquilla, allegue a esta causa, la copia de las carpetas o 

informes preliminares, así como la formulación de acusación, que haya adelantado con respecto a 

los hechos ocurridos el día 27 de enero del 2018 en horas de la mañana, al lado de las instalaciones 

de la Estación de policía San José, donde resultaron 6 uniformados de policía fallecidos y otros 

lesionados debido a la explosión de un artefacto colocado presuntamente por miembros del grupo 

subversivo denominado ELN, y por lo que se investiga a los señores CRISTIAN CAMILO BELLON, 

NILSON MIER VARGAS y DALILA DUARTE como autores del ilícito, , del que según información 

tiene por radicado SPOA- 08-001- 60-00000-2018-00200. (Anexo copia de oficio de citación a 

audiencia de formulación de acusación) 

Lo anterior tiene como objeto determinar que el daño fue causado por hecho de un tercero, aunado 

por la confianza generada por los mismos uniformados de Policía que desde hacía más de 2 años se 

dedicaban a realizar una formación diariamente en el intervalo de 8 horas cada una.   

NOTIFICACIONES 
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Las personales las recibiré en la Secretaría del Despacho  o en la calle 43 No. 47-53 Piso 2° de la 

ciudad de Barranquilla-  Comando de Policía Metropolitana de Barranquilla – Unidad de Defensa 

Judicial o en el correo electrónico deata.notificacion@policia.gov.co o en el personal  

norbertocaro@hotmail.com 

 

Sírvase su señoría con el debido respeto  reconocerme personería adjetiva para actuar  frente al 

poder Conferido con sus anexos,  el cual allego con el presente memorial  

 

 Poder a mi conferido. 

 La resolución 3969 de 2006 “por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y 

competencias relacionadas con la actividad de defensa judicial en los procesos en que sea 

parte la Nación- Ministerio de Defensa-Policía Nacional.” 

 Resolución No. 3200 del  31 de julio del 2019 “mediante la cual se adecua la conformación 

del comité de Conciliación.” 

 La resolución 0191 del 30 de enero del 2020  “por la cual se nombra traslada a un personal 

de Oficiales superiores como Comandante de Departamento de Policía en el País” entre otros 

al señor Coronel HUGO FERNANDO MOLANO LOSADA y la Orden Administrativa de 

Personal 1-011 del 17 de enero del 2020. 

 

    

Atentamente,  

 

 
NORBERTO CARO CASTRO  

Apoderado Policía Nacional  

C.C. 8.738.675 de Barranquilla  

T.P. 106.578 del CSJ 

Celular: 300 8210870 - 317-3293572 

Email:      deata.notificacion@policia.gov.co  

norbertocaro@hotmail.com 
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